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Poder Judicial de la Nación

JUZGADO FEDERAL DE RAWSON N° 1

“PROVINCIA DEL CHUBUT c/ ESTADO NACIONAL s/MEDIDA 
”AUTOSATISFACTIVA

Expte. FCR /1168 2024

 

Rawson, Chubut,   febrero de 2024.-

 

VISTOS: :Y CONSIDERANDO

I.-Que, estos autos, caratulados: “PROVINCIA DEL CHUBUT C/
ESTADO NACIONAL S/MEDIDA AUTOSATISFACTIVA” (FCR 1168/2024), que
vienen a despacho para resolver.

II.-Que a fs. 22/60 se presenta el Señor Lic. Ignacio Agustín TORRES
en su calidad de Gobernador de la Provincial del Chubut; el Dr. Andrés GIACOMONE
en su carácter de Fiscal de Estado de la Provincia del Chubut, el Dr. Lucas PAPINI en
su calidad de Fiscal de Estado adjunto, con el patrocinio letrado del Dr. Javier
STAMPONE promoviendo Medida Autosatisfactiva contra el Estado Nacional – Poder
Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía con el fin que se ordene: a) el cese de la
retención automática que, en concepto de reembolsos por préstamos acordados en el
marco del Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial (Decreto Nro. 286/95), realiza
sobre las sumas que ha de percibir la PROVINCIA DEL CHUBUT por Coparticipación
Federal de Impuestos. Peticiona que esa situación sea mantenida por el plazo de la
emergencia económica, financiera y administrativa del Estado Provincial dispuesto
mediante la Ley Nº VII N° 94.; b) Ordenar al ESTADO NACIONAL a: i) renegociar la
deuda en condiciones razonables que impliquen un plazo mínimo de 5 años de
amortización y una modificación de las condiciones actuales de actualización de la
deuda por CER modificándose a una tasa BADLAR en pesos bancos privados para
operaciones superiores a $ 1.000.000, en un plazo de 30 a 35 días, más un spread de 200
a 300 puntos básicos; ii) en su defecto, autorice a la Provincia a tomar un nuevo
endeudamiento con el exclusivo destino de cancelar la deuda con el Fondo Fiduciario
Provincial mediante la emisión de un título de deuda cancelable en un plazo de 5 años
en pesos o dólares, bajo la legislación nacional o extranjera; c) hacer inmediata
devolución a la PROVINCIA DEL CHUBUT, de las sumas ($10.516.610.155,08)
retenidas automáticamente hasta el día 23/02/2024 de la coparticipación federal -como
las posteriores hasta la notificación de la sentencia-, en concepto de reembolso por
préstamos acordados en el marco del Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial
(Convenio de asistencia financiera).

En las consideraciones preliminares explica que la Provincia del
Chubut mantiene una deuda con el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial
(FFDP) contraída con convenios de financiación y refinanciación suscriptos en el año
2023. Señala que dado que la tasa de interés se actualiza mediante el Coeficiente de
Estabilización de Referencia (CER) el avance del proceso inflacionario ocasionado por
las políticas implementadas por el propio Estado Nacional habría causado que la deuda
se incremente a la suma de $124.565.021.767,23 para el año 2024.

Que la provincia del Chubut habría estado peticionando desde el mes de
diciembre de 2023 al Estado Nacional reiteradas solicitudes de refinanciación
–demostrativas de su voluntad de pago-. De ese modo la PROVINCIA DEL CHUBUT
habría solicitado -como alternativa y muestra de voluntad de pago-, y en el marco del
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artículo 25 de la Ley de Responsabilidad Fiscal Nro. 25.917, una nueva operación de
endeudamiento consistente en la emisión de bonos, destinados íntegramente a la
cancelación del saldo de deuda que la Provincia mantiene con el Fondo Fiduciario,
proponiendo la aplicación de una tasa Badlar, Dual o Dólar Linked, con garantía de
coparticipación o regalías hidrocarburíferas. Muestra de ello sería la solicitud elevada al
ESTADO NACIONAL mediante Nota 79/24 del Ministro de Economía de la
PROVINCIA DEL CHUBUT, así como previamente por Nota 67/24-EC.

Esgrime que respecto del endeudamiento –esto es la emisión de Bonos
para su oferta en el mercado- el mismo requeriría la autorización del Ministerio del
Interior, Ministerio de Economía de la Nación y el Banco Central de la República
Argentina (según lo dispuesto en la Ley 25.917 de Responsabilidad Fiscal).

Sostiene que, ante tal petición, el Estado Nacional no solo habría
guardado silencio, sino que además habría procedido de manera intempestiva, arbitraria
e ilegal, a retener de manera automática las sumas debidas (reembolso) de los recursos
que percibe la PROVINCIA DEL CHUBUT por coparticipación federal de impuestos,
lo que denota un actuar abusivo y violatorio de los principios que rigen el federalismo
de concertación, tales como la buena fe y lealtad federal, máxime si se tiene en
consideración que esa jamás habría sido la tesitura habitual que habría asumido el
ESTADO NACIONAL en la ejecución de esta clase de Convenios.

Explica que las retenciones efectuadas, representarían más de un tercio
de lo que percibe la PROVINCIA DEL CHUBUT en concepto de coparticipación,
situación que no podría prolongarse en el tiempo sin afectar servicios esenciales del
Estado Provincial, tales como salud, higiene, educación, etc.

Por ello sostiene que resultaría absolutamente necesario que la
provincia del Chubut pueda cancelar la deuda existente con el FFDP sin que ello
implique una retención desmedida de la coparticipación federal.

En lo que hace a la competencia federal, sostiene que la misma se
hallaría justificada en razón de la persona en tanto se dirige contra el Estado Nacional –
Ministerio de Economía. En lo que hace a la legitimación activa, sostiene que se
justificaría la misma en su calidad de que la jurisdicción provincial resulta ser participe
del régimen de coparticipación federal de impuestos; parte del Convenio de asistencia
financiera, y resultar afectada por la retención automática de recursos coparticipables
que lleva a cabo el Estado Nacional. Seguidamente se expide respecto de la
legitimación pasiva, por cuanto resulta ser el Estado Nacional Ministerio de Economía
quien retiene de manera automática fondos coparticipables.

Luego se explaya respecto del Fondo Fiduciario para el Desarrollo
Provincial creado por el Decreto N° 286/95 con el objetivo de prestar apoyo a las
reformas del sector publico provincial argentino y de promover el desarrollo económico
de las provincias. Señala que luego se amplían los objetivos de dicho fondo mediante
Res. N° 150/2010; y Res. N° 800/2019.

Esgrime que la provincia del Chubut habría suscripto inicialmente con
el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial, convenios de financiamiento en fecha
27 de mayo de 2020; 5 de octubre de 2020, el 11 de febrero de 2022; y 5 de septiembre
de 2022, los que al 28 de febrero de 2023 conformaban una deuda de la Provincia para
con el FFDP que alcanza la suma de pesos $30.245.186.996,46.

Cuenta que en fecha 16 de marzo de 2023, la Provincia, el Ministerio
de Economía de la Nación y el FFDP suscriben un nuevo acuerdo que engloba todos los
anteriores y determina la deuda indicada anteriormente estableciendo un período de seis
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(6) meses de gracia y comenzando las amortizaciones de la deuda en el mes de
septiembre de 2023.

Que en fecha 9 de noviembre de 2023 se vuelve a suscribir un nuevo
convenio, donde se acuerda modificar el reembolso de las cuotas del Convenio del 16/3
/23 correspondientes a los meses de septiembre (primer mes de amortización), octubre y
noviembre de 2023, refinanciándolas en 12 cuotas mensuales, a partir de enero de 2024.

Para que ello ocurriera, en fecha 02/11/2023, mediante Res. N° 1632/23
del Ministerio de Economía de la Nación, instruyó al Fondo Fiduciario para el
Desarrollo Provincial a refinanciar los servicios de amortización e interés que vencían
en esos meses, estableciendo (art. 2°) las condiciones financieras: a. Amortización: 12
cuotas mensuales y consecutivas; b. Aplicación del CER: ajuste conforme al
Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER); c. Intereses: ajustados por CER; d.
Tasa de interés: 0,10 % nominal anual. e. Pago de Servicios: con vencimiento el último
día hábil de cada mes; f. Garantía: cesión de los derechos sobre las sumas a percibir por
el Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos hasta la cancelación.

Que en fecha 5 de mayo de 2023 las partes suscribieron un nuevo
Convenio por un financiamiento de $14.000.000.000. Este al igual que el anterior
preveía un interés del 0,1% nominal anual sobre la deuda que se actualiza en función
del Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) que elabora y pública el Banco
Central de la República Argentina.

Que el 11 de mayo de 2023, el mismo resultó aprobado por la
Honorable Legislatura Provincial, mediante el dictado de la ya mencionada Ley II-286,
publicada en el Boletín oficial del día 15 de mayo de 2023 (AÑO LXV- N°14136).

De la lectura de dicho Convenio de Asistencia Financiera se extrae lo
siguiente: se ratifica que el Fondo tiene por objeto, entre otros, asistir y financiar el
saneamiento de las deudas de los Estados Provinciales, la implementación de programas
de desarrollo, mejora de la eficiencia, incremento de la calidad de las prestaciones y
fortalecimiento en general de los sectores de la economía real, educación, justicia, salud
y seguridad y la consolidación de la situación fiscal y financiera.

Asimismo, esgrime que pese a los signos de recuperación de los
ingresos provinciales, persistiría una situación de déficit fiscal y financiero en razón de
la cual la Provincia solicita asistencia para hacer frente al cumplimiento por parte del
Tesoro Provincial compromisos indelegables en tiempo y forma.

Finalmente, mediante las actuaciones contenidas en el
EX-2023-48323348- -APNDGDA#MEC y la Resolución N° 598/2023 del Ministerio
de Economía, se instruyó al Fondo a instrumentar la asistencia solicitada por la
Provincia y a suscribir el presente convenio.

De acuerdo a la cláusula Cuarta, para asegurar el cumplimiento de las
obligaciones de reembolso del préstamo y de los intereses, se estableció que la
Provincia cede a favor del Banco de la Nación Argentina en su carácter de fiduciario del
Fondo, sus derechos sobre las sumas a percibir por el Régimen de Coparticipación
Federal de Impuestos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1° , 2° y 3° del
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Acuerdo Nación- Provincias sobre Relación Financiera y Bases de un Régimen de
Coparticipación Federal de Impuestos, ratificado por la ley 25.570, o el régimen que lo
sustituya, hasta la total cancelación del capital con más los intereses y gastos
adeudados. Que esa operación se cancelaba en 14 cuotas mensuales y consecutivas a
partir del mes de noviembre de 2023.

Esgrime que, en todos los casos comentados la deuda total con el FFDP
debía estar cancelada al 31 de diciembre de 2024, ello por así pactarse y porque dicho
Fondo se extinguía en febrero de 2025.

Que en el mes de febrero de 2023 las autoridades anteriores de la
Nación y la Provincia acordaron suspender los pagos y concentrar toda la deuda para
que se amortice en la actual gestión de gobierno.

Que el volumen alcanzado producto de la inflación hicieron que la
deuda creciera exponencialmente y que al 29 de febrero, cancelada la cuota del mes vía
descuento de la coparticipación, quede un saldo de deuda de pesos $
124.565.021.767,23.

A la gravedad del monto alcanzado se adiciona el escaso tiempo en el
que se pretende la misma sea cancelada, esto es, en los próximos 10 meses.

Señala que para dar una idea del monto de la cuota, suponiendo su no
ajuste por CER, implicaría una suma mensual de pesos $12.456.502.176,72, lo que
significa un 37,25% del total de Coparticipación recibida durante el mes de enero de
2024.

La pérdida de más de un tercio de la coparticipación, empezada a
descontar de lo que la Provincia le corresponde diariamente, a partir del pasado 19 de
febrero de 2024 habría hecho mella en las arcas provinciales a pesar de los reiterados
pedidos de refinanciación efectuados y de los que nunca se tuvo respuesta.

Cuenta que en los primeros días de asumida la actual gestión provincial
se remitió, con fecha 15 de diciembre de 2023, una nota dirigida al señor Secretario de
Hacienda de la Nación (Nota N° 14/23 del Ministerio de Economía provincial) donde se
solicitaba refinanciar las cuotas de diciembre de 2023 y enero de 2024 con el objeto de
mejorar la curva de vencimientos de esta deuda.

Posteriormente y luego de una reunión mantenida con el Secretario de
Hacienda de la Nación y colaboradores se remitió al señor Ministro del Interior la Nota
N° 65/24 del Ministerio de Economía Provincial donde se reiteraba la necesidad de
refinanciar la deuda con el FFDP pues la actualización por CER que la misma prevé en
momentos de altísima inflación hacía imposible la cancelación de la misma sin afectar
con ello los servicios esenciales del estado provincial.

Dicha nota fue complementada con su similar N° 67/24 también
dirigida por el Ministerio de Economía provincial al señor Ministro del Interior de la
Nación, donde en la misma se elevaba una propuesta de refinanciación de la deuda con
el FFDP con un esquema de amortización más amigable y que permita su repago sin
afectar, como se dijo, las funciones esenciales del Estado Provincial.
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De modo tal que se propuso como alternativa una nueva operación de
endeudamiento consistente en la emisión de bonos, destinados íntegramente a la
cancelación del saldo de deuda que la Provincia mantiene con el Fondo Fiduciario, con
tasa Badlar.

Alega que no habría habido respuesta alguna y sin aviso formal previo,
el pasado 19 de febrero de 2024 se habría comenzado con los descuentos de la
coparticipación de impuestos federales que le corresponden, en su totalidad.

Detalla los descuentos efectuados desde el día 19/2/2024 hasta el día 23
/2/2024 ascendieron a la suma de pesos $10.516.610.155,08.

Manifiesta que dichos descuentos pondrían en riesgo la cancelación de
las obligaciones salariales con sus empleados y otras funciones propias del Estado
provincial.

Sostiene que el accionar del Estado Nacional constituiría un ejemplo 
pocas veces vistos en la relación Nación Provincias y constituyen una muestra
elocuente de la nula importancia que la Nación mostraría sobre la complicación
financiera a la que somete a una jurisdicción provincial. Afirma que la provincia
siempre manifestó su preocupación por cancelar sus deudas y honró siempre las mismas.

Que con los niveles de inflación reinantes se encontraría fuera de
mercado el ajuste de la deuda por el CER siendo leonino el esquema de amortización
pretendiendo descontar de la coparticipación.

Sostiene que con la aplicación del CER la deuda se habría
incrementado en un 225,66% y de aplicar en el mismo periodo la tasa BLADLAR
habría aumentado el 102,02%.

Destaca la frágil situación por la que atraviesa la provincia, pues la
conducta de la demandada pondría en riesgo los servicios esenciales del estado nacional.

Sostiene que el marco del contexto económico y social actual por el que
transita la Provincia de Chubut, se ha sancionado la Ley VII N° 94 la cual ha declarado
el Estado de Emergencia Económica, Financiera y Administrativa del Estado Provincial
por el término de dieciocho (18) meses.

De no hacerse lugar a lo aquí peticionado, la Provincia podría verse
impedida de cumplir sus funciones públicas primordiales, esto es, poder atender el pago
de los servicios esenciales que la Provincia debe proveer a sus ciudadanos, tales como
salud, seguridad o enseñanza entre otros. Estos servicios esenciales se ven hoy en
peligro dada la grave crisis y la insuficiencia de recursos para atender a los reembolsos
en las condiciones abusivas exigidas de manera arbitraria por el ESTADO
NACIONAL.

Dice que dicha situación difícilmente pueda ser superada mediante el
ahogo financiero que el ESTADO NACIONAL estaría provocando a la PROVINCIA
DEL CHUBUT, quien requiere disponer de recursos para hacer frente a las obligaciones
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que debe atender, en las mejores condiciones que posibilita un estado de emergencia,
atinentes a garantizar los derechos sociales, salud, seguridad, higiene, educación y
cultura, entre otros.

Seguidamente cita los art. 2, 3, 4 de la ley de emergencia económica;
resalta la grave situación económica financiera de la provincia del Chubut, y de las
sobradas cuentas de voluntad de pago de las deudas contraídas con el FFDP.

Solicita que deuda sea refinanciada y/o pagada íntegramente mediante
endeudamiento a una taza razonable.

Informa que la provincia en el primer semestre de 2024 debe afrontar
vencimiento de deuda en moneda extranjera por la suma de U$S 87.851.845,41, lo que
reflejaría la difícil situación por la que atraviesa la provincia.

Describe la difícil situación en el área de educación y empleo público.

Asimismo, en el año 2024 se inician los vencimientos de la emisión de
letras del tesoro de corto plazo en dólares por la suma de U$S 111.398.874.

Se explaya respecto del derecho constitucional de emergencia y la
justicia; al derecho a la propiedad privada; respecto de la relación entre el Estado
Nacional y las provincias y los principios que rigen dicha relación.

Seguidamente califica de intempestivo el accionar de la demandada
respecto de la retención automática de los fondos de la coparticipación. Que la 
retención automática dispuesta, sin aviso previo y absolutamente descontextualizada del
normal y regular comportamiento asumido por el ESTADO NACIONAL en la
ejecución de convenios de asistencia previos, dejan en evidencia un actuar sumamente
imprudente y contrario a los fines perseguidos por el FFDP, y por ello en detrimento del
interés público. Que el ESTADO NACIONAL adopta de manera repentina e
intempestiva, y por ello inesperada, una conducta diferente a la asumida en casos
análogos anteriores, y que hacen a la ejecución práctica de esta clase de Convenios
celebrados entre Nación y Provincias. Frente a semejante proceder, el ESTADO
NACIONAL habria impedido abusivamente que la PROVINCIA DEL CHUBUT
arbitre los mecanismos necesarios -y en la medida de lo posible- a fin de poder dar
eficaz cumplimiento a todos los compromisos asumidos y fines públicos, para lo cual es
imprescindible la planificación.

Sostiene que al guardar silencio ante las solicitudes de refinanciación y
autorización de endeudamiento efectuadas por la provincia del Chubut, el Estado
Nacional habría perdido de vista los principios constitucionales antes mencionados de
buena fe y lealtad federal, que impedían adoptar medidas intempestivas que afecten
seriamente a los restantes sujetos del sistema, en el caso la provincia del Chubut.

Que tal como lo habría sostenido la Comisión Federal de Impuestos en
reiteradas oportunidades, la Ley nº 23.548 tiende a preservar la intangibilidad de la
masa coparticipable, debiendo ser ésta entendida, como el principio que surge de la
obligación que ha adquirido la Nación de distribuir el producido de “todos los

as reglas establecidas en laimpuestos nacionales existentes y a crearse. Por ello, según l
Constitución Nacional rectoras del régimen de coparticipación federal de impuestos, 
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impedirían de manera categórica la abusiva retención de recursos por parte del
ESTADO NACIONAL aquí cuestionada.

También se encuentran en juego los principios de solidaridad, equidad,
automaticidad y funcionalidad.

Que respecto de la automaticidad en la remisión de los fondos la misma
tendría a evitar el bloqueo de los recursos usados como herramienta de presión política
a las provincias por parte del gobierno federal.

Que el Estado Nacional estaría bloqueando recursos coparticipables
como herramienta de presión política a la provincia del Chubut, lo que implicaría una
manifiesta vulneración del principio de automaticidad.  

Que dicha presión se observaría, en que las mismas representarían más
del 30% de lo que percibe la provincia por coparticipación federal, resultando según
dice, un ahogo financiero; falta de aviso previo, lo que revelaría una conducta contraria
a la asumida por el Estado Nacional en casos análogos anteriores; voluntad de pago y
ausencia de respuesta de la demandada a las solicitudes de refinanciación de deuda y
contraer nuevo endeudamiento de la provincia dejarían entrever el abuso de su posición
como finalidad política.

A su vez el Estado Nacional tendría conocimiento de la grave crisis por
la que atravesaría de la provincia inmersa en una crisis económica lo que provocaría
una asfixia financiera.

Afirma que la retención constituiría una medida violatoria del art. 75
inc, 2 de la CN, violatoria del principio de automaticidad, con utilización abusiva del
convenio celebrado como herramienta de presión política.

Seguidamente se refiere al abuso del derecho, a la desviación de poder
y a la posición dominante.

Luego se expide respecto de la procedencia de la medida
autosatisfactiva, cita doctrina y jurisprudencia en su favor. Esgrime que se encontrarían
reunidos los recaudos necesarios para el despacho de la medida solicitada, esto es la
verosimilitud del derecho y el peligro en la demora. Fundamenta el ultimo en el
evidente riesgo de no poder cumplir con servicios básicos como educación, salud,
seguridad (entre otros) en la PROVINCIA DEL CHUBUT, lo que inevitablemente
habrá de ocurrir de continuar reteniéndose en forma automática fondos que ha de
percibir por coparticipación federal, lo que significa un desfinanciamiento del sistema
que tornará imposible de sostener las actividades esenciales básicas que todo Estado
Provincial debe atender.

Sostiene que la medida solicitada no generaría frustración alguna al
interés público. Afirma que lejos de generar alguna afectación del interés público, la
medida aquí peticionada implica lisa y llanamente su satisfacción, toda vez que el
objetivo del Decreto PEN N° 286/95 es -justamente- prestar apoyo a las reformas del
sector Público Provincial Argentino y de promover el desarrollo económico de las
provincias, como el saneamiento de la deuda pública. Va de suyo, que el
desfinanciamiento intempestivo de la Provincia, lejos de satisfacer el interés público, lo
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contradice, al poner en verdadero riesgo los servicios básicos que presta la
PROVINCIA DEL CHUBUT. Que la intempestivo de la decisión tomada por el
ESTADO NACIONAL configura un inesperado cambio de circunstancias que toma por
sorpresa a la PROVINCIA DEL CHUBUT, afectando gravemente la regularidad de sus
actividades, toda vez que resulta imposible que la Provincia pueda continuar afrontando
los reembolsos de los préstamos de asistencia financiera del modo en que forzosamente
viene exigiendo el ESTADO NACIONAL, sin la menor consideración a la real
situación económica y financiera de la Provincia, a las condiciones de cumplimiento de
las obligaciones asumidas, como a los más elementales principios que rigen el
federalismo de concertación.

En lo que hace a la contracautela, solicita que en virtud de los dispuesto
en el art. 200 inc. 1) del CPCCN, sea eximida de la misma. Argumenta que, dada la
urgencia, a los fines de poder remediar las consecuencias de la ilegal decisión adoptada
por el Estado Nacional – Ministerio de Economía de negarse arbitrariamente –si dar
respuesta- a los pedidos de refinanciación y la retención automática –sin aviso previo-
de los fondos de la coparticipación federal, alega que las demás medidas procesales del
código procesal no permitirían asegurar los derechos cuya tutela se requiere, ello en
virtud de la naturaleza del objeto.

Finalmente, funda en derecho; ofrece prueba; reserva el Caso Federal; y
culmina con el petitorio.

III.- Que en lo atinente a la competencia, tengo que al resultar la
accionante una provincia, a saber la Provincia del Chubut, que interpone una acción
contra el Gobierno Nacional, no puedo desconocer ni dejar de remarcar que la Corte
Suprema de Justicia de la Nación, en lo que se refiere a la competencia originaria,
permite que se comporte como un Tribunal de primera y única instancia con exclusión
de cualquier otro. Se trata de una instancia excepcional, prevista solamente para que la
Corte intervenga en dos clases de asuntos que están taxativamente establecidos en el
artículo 117 de la Constitución: (a) cuando una provincia es parte y (b) cuando el asunto
concierne a un embajador, ministro o cónsul extranjero. Que la competencia originaria
de la corte surge (a) en razón de las personas y (b) en razón de la materia. Respecto de
la primera, una provincia debe ser parte en el proceso. Sin la presencia de una
provincia, no surge la competencia originaria. A su vez, se exige que la provincia sea
parte sustancial. Esto significa que solamente la provincia como tal puede acceder a la
competencia originaria. No acceden, en cambio, sus entidades descentralizadas ni
ninguna otra persona diferente de ella.

Que si bien el fondo fiduciario resultó creado por Decreto N° 286/95,
resultaba necesario, la celebración de convenios de financiamiento los que fueron
suscriptos en fecha mayo de 2020; octubre de 2020, febrero de 2022, septiembre de
2022, febrero de 2023; marzo de 2023; noviembre de 2023; mayo de 2023; en fecha 11
de mayo de 2023 la legislatura provincial dicto al Ley II-286 (aprobando el convenio);
febrero de 2023 (suspensión de los pagos).

Por ello, entiendo que, a su vez no existirían únicamente en juego
normas de contenido federal, puesto que a su vez a los fines de dotar de eficacia al
fondo fiduciario se habrían dictado normas de derecho local, que inclusive habrían
necesitado ser ratificadas por la legislatura del Chubut, conforme el tramite previsto en
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el art. 135 inc. 1° y 155 inc. 7° de la Constitución de la Provincia del Chubut. A mayor
abundamiento en causas que fueron fundadas exclusivamente en derecho federal, se ha
hecho hincapié respecto de la innecesariedad de acudir en ciertos casos al Alto Tribunal
en virtud de su competencia originaria; ello al entender que “…no se advierte la
concurrencia de un interés federal o de razones institucionales de tal magnitud que
hagan impostergable la intervención de esta Corte, motivo por el cual tampoco es
preciso seguir una interpretación restrictiva del artículo 117 de la Constitución
Nacional. Por consiguiente, la causa debe seguir tramitando por ante el juzgado de
origen al no haber hecho uso el Estado local de la prerrogativa que ostentan las
provincias por mandato constitucional. (Fallos 331:793, considerando 7°)…Que no
obsta a la conclusión precedente, la circunstancia de que el derecho invocado en la
demanda se encuentre, fundado en leyes federales, puesto que corresponde admitir la
posibilidad de que también en este tipo de controversias tenga eficacia la voluntad de la
provincia de litigar por ante los jueces nacionales de primera instancia en un caso que,
en principio, podría corresponder a la competencia originaria de la Corte.” (el resaltado
me pertenece) (Cf. causa “AGROPECUARIA MAR S.A. c/ SAN JUAN, PROVINCIA
DE Y OTRO (Estado Nacional) s/ ordinario” (Fallos 336:2231).

A su vez, considero que la Provincia del Chubut resulta parte nominal y
sustancial en el presente pleito, ello en consonancia con la doctrina del Alto Tribunal
(Fallos 322:2105) por cuanto resulta directamente afectada por la decisión del Gobierno
Nacional de descontar de los fondos coparticipables la cuota mensual del crédito con el
fondo fiduciario. Con relación al argumento que sostengo, se ha dicho "quedan
excluidos de tal concepto (el de causa civil) los supuestos en los que, a pesar de
demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones, de carácter civil, se
requiere para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el
examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales
de la provincia en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas
por los arts. 121 y sgtes. de la constitución nacional...con anterioridad a la doctrina
"Barreto", la corte rechazaba de la competencia originaria los casos de responsabilidad
contractual si los daños y perjuicios reclamados tenían como antecedente un vínculo de
naturaleza administrativa con la provincia demandada. Se invoca para ello la llamada
"secuela del vínculo administrativo"...la Corte sostuvo que "la necesidad...de examinar
el origen de la relación jurídica, lleva a concluir que aquella no reviste carácter civil si
tal efecto se tiene en cuenta la naturaleza administrativa del vínculo que ligó a las
partes" (Cf. Plattc c/ prov. de Córdoba P.1256.XLI,21/3/206) citado a fs. 197/200 por
PALACIO DE CAEIRO, Silvia B - CAEIRO PALACIO, Eduardo S. "Competencia
Federal", Ed La Ley, año 2012. Por dicho motivo encuentro acreditada la competencia
para entender en la presente medida autosatisfactiva.

En suma, el Sr. Fiscal Federal de la jurisdicción, Dr. Fernando Omar
GELVEZ, dictamina en igual sentido, considerando que este Juzgado Federal resulta
competente para entender en la presente controversia (v. fs. 62/64).

IV.-Que, ello sentado, he de puntualizar que este tipo de medidas son
soluciones jurisdiccionales urgentes, autónomas, despachables “inaudita et altera pars”
y mediando una fuerte probabilidad de que los planteos formulados sean atendibles. Las
mismas importan una satisfacción definitiva de los requerimientos de los postulantes,
motivo por el cual se sostiene que son autónomas, no dependiendo su vigencia y
mantenimiento de la interposición coetánea o ulterior de una pretensión principal. El
proceso autosatisfactivo se agota en sí mismo, es decir, se autoabastece, con
prescindencia de otro proceso principal conformando una verdadera tutela judicial
urgente, inmediata y sustantiva.
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Cabe insistir, pues, las medidas autosatisfactivas corresponden a un
proceso “autónomo” que no es ni “provisorio” ni “accesorio”. Tal como la define Jorge
W. Peyrano, la acción autosatisfactiva es “un requerimiento ‘urgente’ formulado al
órgano jurisdiccional por los justiciables que se agota —de ahí lo de autosatisfactiva—
con su despacho favorable, no siendo necesaria la iniciación de una ulterior acción
principal para evitar su decaimiento. Es una solución urgente no cautelar, despachable
in extremis, que procura aportar una respuesta jurisdiccional adecuada que reclama una
pronta y expedita intervención del órgano judicial” (cfr.: Jorge W. Peyrano, “Medidas
Autosatisfactivas”, págs. 27/28, Ed. Rubinzal-Culzoni, año 1999). No es, propiamente,
una medida cautelar, pues, a diferencia de ésta, su despacho favorable satisface, “per
se”, el interés perseguido, tornando innecesaria la promoción de acción ulterior y
agotando en ella sus efectos. Sin embargo, participa con aquella de los recaudos que
cabe exigir para su procedencia: verosimilitud del derecho, peligro en la demora y
prestación de contracautela. Hay quienes exigen, incluso, más que el “verosímil
derecho”, la “fuerte probabilidad” de su existencia en cabeza del actor, entendida ésta
como algo que supera la verosimilitud aunque sin alcanzar la certeza, cuya
demostración sería propia del juicio de conocimiento (cfr. Jorge W. Peyrano (director)
“Medidas autosatisfactivas”, Ed. Abeledo Perrot, Santa Fe 1999, pág. 40 y ss.)… “cabe
destacar que aun los pronunciamientos donde se han admitido estas peticiones, han
caracterizado su procedencia como excepcional (Cf. CNContAdmFed, Sala IV, 24/8/06,
“Transporte Automotores La Estrella S.A. c/ Estado Nacional”)…se ha supeditado su
admisibilidad a la presencia de dos requisitos. Estos, en rigor de verdad, no son sino una
reformulación agravada de los recaudos impuestos genéricamente por el art. 230 del
CPCCN…” (Cf. FURNARI, Esteban Carlos – FURNARI, Roberto Oscar – Proceso
Contencioso Administrativo Federal, 1ra edición, pág. 135, Ed Astrea, año 2018).

Que pasando a analizar la procedencia de la medida autosatisfactiva
peticionada, debo adelantar que en el caso encuentro reunidos los requisitos que hacen a
su admisibilidad.

Que en fecha 27/02/95 y mediante Decreto N° 286/1995 del Poder
Ejecutivo Nacional, se constituye el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial con
el objeto de asistir a los bancos de provincia sujetos a privatización y fomentar la
privatización de empresas provinciales.

Que de los considerandos de la norma aludida se desprende que la
constitución del Fondo Fiduciario reposa en los compromisos que fueron asumidos en
el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, en cuyo marco las
provincias se comprometen a avanzar en la reforma de sus administraciones,
propendiendo a la privatización de la banca de provincia y de sus empresas de servicios
públicos, lo cual, según consideraciones del propio Decreto, resulta indispensable
para estimular el mejoramiento de las cuentas públicas provinciales a través de
medidas coordinadas con el gobierno nacional.

También que dicha tarea implica un esfuerzo de organización y
financiero, que en muchos casos podía exceder las posibilidades de las propias
provincias, por sus limitaciones para acceder a los mercados voluntarios de crédito en
dichas circunstancias. Asimismo, tratándose de provincias que en todos los casos
cuentan con activos y recursos fiscales suficientes para asumir compromisos con la
Nación, con quien las une una relación indisoluble y permanente; y estando ésta en
condiciones de comprometer ciertos bienes, para canalizar recursos financieros en favor
de la reforma fiscal de las provincias, la Nación tiene el deber de agotar sus esfuerzos

, sin relevar a las provincias de sus responsabilidades ni de susen tal sentido
atribuciones constitucionales, lo que permitiría aliviar la situación financiera del
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interior, contribuyendo a que las unidades productivas y de servicios, verdaderos
destinatarios del esfuerzo de ahorro de la población, puedan desarrollar

.normalmente sus actividades

Que mediante Decreto N° 1289/1998, de fecha 04/11/1998, se sustituye
el art. 1 del Decreto N° 286/1995, ampliando los objetivos del Fondo; más
concretamente para: “a) Asistir a las Provincias o Municipios en la privatización de las
entidades financieras o cualesquiera otras empresas cuyo capital sea total o
parcialmente de propiedad de dichas Provincias o Municipios. b) Financiar programas
de reforma fiscal, financiera, económica o administrativa de los Estados Provinciales,
cuyo principal objetivo consista en la consolidación de la Reforma del Sector Público
Provincial, a través de mecanismos ágiles y flexibles que aseguren la implementación
definitiva de las reformas básicas y el avance en la generación de programas de
mejoramiento del gasto público social y de desarrollo regional. c) Asistir y financiar
programas que contemplen el saneamiento de las deudas de los Estados Provinciales,
su renegociación y/o cancelación. d) Asistir y financiar programas de desarrollo,
mejora de la eficiencia, incremento de la calidad de las prestaciones y fortalecimiento
en general de los sectores de la economía real, educación, justicia, salud y seguridad.”

Que a través de la Resolución N° 150/2010 el Ministerio de Economía
y Finanzas Públicas de la Nación aprueba el modelo de Addenda al Contrato de
Fideicomiso suscripto entre el Estado Nacional y el Banco de la Nación Argentina, así
como las Normas Programáticas que como Anexo II forman parte integrante de la
citada resolución.

Conforme dichas normas, entre sus objetivos generales, el FFDP debe
dar prioridad a los siguientes: “a) Financiar programas de reforma fiscal, financiera,
económica o administrativa de los Estados Provinciales, cuyo principal objetivo
consista en la consolidación de la Reforma del Sector Público Provincial, a través de
mecanismos ágiles y flexibles que aseguren la implementación definitiva de las
reformas básicas y el avance en la generación de programas de mejoramiento del gasto
público social y de desarrollo regional. b) Asistir a las Provincias o Municipios en la
privatización de las entidades financieras o cualquier otra empresa cuyo capital sea
total o parcialmente de propiedad de dichas Provincias o Municipios. c) Asistir y
financiar programas que contemplen el saneamiento de las deudas de los Estados
Provinciales, su renegociación y/o cancelación. d) Asistir y financiar programas de
desarrollo, mejora de la eficiencia, incremento de la calidad de las prestaciones y
fortalecimiento en general de los sectores de la economía real, educación, justicia,
salud y seguridad. e) Participar en las acciones de asistencia financiera enmarcadas en
el Artículo 26 de la Ley Nº 25.917, cuando así lo instruya la SECRETARIA DE
HACIENDA del MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS PUBLICAS. f) Participar
en las acciones que disponga el Estado Nacional como Fiduciante del Fondo.”.

Que, luego, en fecha 04/11/2019 y mediante Resolución N° 800/2019
del Ministerio de Hacienda, se aprueba el Modelo de Segunda Adenda al Contrato de
Fideicomiso celebrado entre el Estado Nacional y el Banco de la Nación, y se sustituyen
los incisos e y f del art. 1 de las Normas Programáticas del FFDP, aprobadas mediante
el art. 2 de la Resolución N° 150/2010 del ex Ministerio de Economía y Finanzas
Públicas, por los siguientes: “e) Participar en las acciones de asistencia financiera
enmarcados en el artículo 26 de la Ley N° 25.917, cuando así lo instruya la
SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA. f) Asistir a las
Provincias y Municipios en el marco del PROGRAMA DE ASISTENCIA PARA LA
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RECOMPOSICIÓN FINANCIERA, creado mediante la Resolución N° 731 del 23 de
septiembre de 2019 del MINISTERIO DE HACIENDA
(RESOL-2019-731-APN-MHA).”.

También se sustituye el art. 9 de las Normas Programáticas del FFDP,
aprobadas mediante el art. 2 de la Resolución N° 150/2010 del ex Ministerio de
Economía y Finanzas Públicas como anexo II de esa medida, por el siguiente: “Artículo
9°.- Asistencia Financiera en el marco del inciso c) del Artículo 1º del Decreto Nº 286
/95 y sus modificatorios. El FONDO FIDUCIARIO PARA EL DESARROLLO
PROVINCIAL (FFDP) podrá convenir asistencia financiera a favor de las Provincias y
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el marco del inciso c) del Artículo 1º del
Decreto Nº 286/95 y sus modificatorios.”.

Que la Provincia del Chubut suscribió diversos convenios de
financiamiento con el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial, los que, según
denuncia la accionante, alcanzaban la suma total de pesos treinta mil doscientos
cuarenta y cinco millones ciento ochenta y seis mil novecientos noventa y seis con 46
/100 ($ 30.245.186.996,46).

Que el 16/03/2023, la Provincia, el Ministerio de Economía de la
Nación, y el FFDP, suscribieron un nuevo acuerdo que abarcaba todos los anteriores y
determinaba la deuda indicada, estableciendo un período de gracia (seis meses), y
comenzando las amortizaciones de la deuda en el mes de septiembre de 2023.

Que posteriormente -09/11/2023- suscribieron un nuevo convenio en el
que se acordó modificar el reembolso de las cuotas del convenio anterior
correspondientes a los meses de septiembre, octubre y noviembre de 2023,
refinanciándolas en 12 cuotas mensuales, a partir de enero de 2024.

Que, a tal efecto, mediante Resolución N° 1632/2023 del Ministerio de
Economía, de fecha 02/11/2023, se había instruido al Fondo Fiduciario para el
Desarrollo Provincial refinanciar los servicios de amortización e interés que vencían en
los meses de septiembre, octubre y noviembre de 2023, provenientes del Convenio
suscripto entre el Estado Nacional, la provincia del Chubut y el Fondo Fiduciario para
el Desarrollo Provincial, con fecha 16/03/2023.

Para así disponer se consideró que el Fondo Fiduciario para el
Desarrollo Provincial tiene por objeto, entre otros, asistir y financiar programas que
contemplen el saneamiento de las deudas de los Estados Provinciales, su renegociación
y/o cancelación; que el citado Fondo es administrado siguiendo las instrucciones que le
imparta el Ministerio de Economía, a través de la Secretaría de Hacienda; que en el art.
131 de la Ley N° 11.672, Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o. 2014), se
faculta, entre otras cuestiones, al Ministerio de Economía, para modificar las
condiciones financieras de las deudas que mantienen las jurisdicciones provinciales y la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el Estado Nacional, pudiendo acordar quita,
espera, remisión y novación de deudas, tanto de capital como de intereses; que, en ese
marco, podrá evaluarse la reprogramación, en forma parcial o total de las deudas que
mantienen las provincias con el Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial, para
aquellos casos que así lo requieran y cuyo análisis de la situación financiera así lo

que la provincia del Chubut ha solicitado una modificación en las condicionesamerite; 
financieras de la deuda contraída con el Fondo para atender compromisos de la deuda y
obligaciones del tesoro provincial de corto plazo; y que “es intención del Gobierno
Nacional continuar contribuyendo a la sostenibilidad de los esquemas fiscales
provinciales.”
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Que, como se puede advertir a la luz de los considerandos del Decreto
N° 286/1995, así como su articulado y la de la normativa subsiguiente, precedentemente
referida, el FFDP se ha constituido primero, y ampliado después, como una 
herramienta de asistencia a favor de las Provincias y de la Ciudad Autónoma de

, con el objeto de  su situación financiera, Buenos Aires “aliviar” “contribuyendo a que
las unidades productivas y de servicios ... puedan desarrollar normalmente sus

, en el entendimiento de que las provincias cuentan con activos y recursosactividades”
fiscales suficientes para asumir compromisos con la Nación, con quien las une una
relación indisoluble y permanente, y que esta, a su vez, tiene el deber de agotar sus
esfuerzos en tal sentido.

Que ello queda igualmente de manifiesto en la Resolución N° 1632
/2023 del Ministerio de Economía, de fecha 02/11/2023, también transcripta en lo
pertinente, de cuyos considerandos se desprende con suma claridad que la
refinanciación de la deuda cuya ejecución de garantía se cuestiona en esta
oportunidad, no tuvo sino por fin contribuir a la sostenibilidad del esquema fiscal
provincial.

Que, por otra parte, de la normativa se desprende que desde la creación
del Fondo las finalidades del mismo se fueron incrementando en beneficio de las
provincias, dato no menor, pues pone en evidencia que se fue erigiendo como una
herramienta fundamental y necesaria para el saneamiento de las finanzas públicas
provinciales, persistiendo a lo largo del tiempo -más precisamente desde el año 1195-
hasta la actualidad.

Que sentada entonces la necesidad de la existencia del mencionado
Fondo para la asistencia financiera de las provincias y de CABA, tengo que la aquí
accionante suscribió diversos convenios de financiamiento, los que, según denuncia,
alcanzaban la suma de $ 30.245.186.996,46. También, como ya dije, diversos acuerdos
de refinanciación de la misma deuda.

El por entonces accionar del Estado Nacional para con la provincia del
Chubut denota su predisposición y flexibilidad respecto del saneamiento de las cuentas
de aquella, lo cual resulta acorde a los fines de la normativa ya transcripta. Dicho de
otro modo, a partir de los hechos expuestos puedo apreciar que el Gobierno Nacional,
lejos de exhibir una férrea política respecto a las facilidades de financiamiento, se ha
mostrado abierto a otorgar soluciones a los altibajos financieros de la provincia del
Chubut. Es decir que la conducta asumida por la demandada resultó siempre la de
procurar la asistencia financiera de la provincia del Chubut, incluso, refinanciando
deuda y hasta suspendiendo su pago. Tengo también en cuenta que dichas
refinanciaciones se llevaron a cabo finalizando la administración de un Gobierno
Provincial, más concretamente en marzo y en noviembre de 2023, cuando una
administración del Gobierno de la provincia Chubut cesaba en su mandato el día 10 de
diciembre de 2023.

Por todo ello entiendo que, habiendo el Estado Nacional asistido
financieramente a un Gobierno Provincial saliente, con mayor razón debería apoyar y
flexibilizar su política de saneamiento y refinanciación de deudas publicas provinciales
-accionar que habría sido aplicado a la provincia en el pasado cercano, tan solo distante
doce meses atrás-, máxime cuando tampoco ha variado el marco normativo.

Que de la documental de autos tengo además presente que la provincia
del Chubut habría solicitado el refinanciamiento de su deuda, mediante Nota N° 14
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/2023 EC (15/12/2024); Nota N° 65/24 EC (15/02/2024); Nota N° 67/24 EC dirigidas el
Ministro del Interior de la Nacion y al Secretario de Hacienda Nacional (Cf. Documenta
obrante en autos).

Que el accionar de la demandada, esto es, desoír o guardar silencio a
una petición de refinanciación y/o cancelación de la actora, no ha sido acorde a su
actuar pasado. en efecto, se encuentra en clara contradicción con la conducta asumida
con anterioridad.

Que también encuentro que el obrar de la demandada resulta irracional,
así como contrario a la finalidad de la norma que constituye el Fondo y a la que dispone
la refinanciación de la deuda ahora en pugna, pues, encontrándose en una posición
claramente dominante, decide ignorar las peticiones de refinanciamiento efectuadas por
la Provincia, obviando el estado de emergencia que atraviesa. A su vez omite adoptar
medidas paralelas que amortigüen los efectos negativos que en la economía de la
accionante provoca el dejar de percibir de manera diaria los fondos coparticipables que
le corresponden. En efecto, una media de tal naturaleza repercute negativamente en las
arcas provinciales, poniendo en situación de riesgo el cumplimiento de funciones
esenciales.

Que tengo a su vez que el Estado Nacional no resultaría totalmente
ajeno a la abultada suma adeudada por la provincia del Chubut, pues como anticipé, los
créditos fueron financiados a tasa CER y la misma se relaciona íntimamente a la
inflación reinante, variable esta última que la demandada se encuentra obligada a
estabilizar, o, por lo menos, ante la imposibilidad de hacerlo, lo cual resulta de público
conocimiento y notoriedad.

Que, así las cosas, la solución que impulsa el Estado Nacional no se
condice con su accionar en años anteriores, en los que la situación financiera y de
necesidad de saneamiento de las cuentas públicas de la accionante resultaba idéntica a
la actual. A saber, en los años 2020, 2022 y 2023, otorgó financiamiento, refinancio y
hasta suspendió el cobro de la deuda. Sin embargo, en el año 2024, ante las peticiones
de la provincia de igual naturaleza, a los fines de refinanciar la deuda, la demandada
guarda silencio. Con ello, se observa un tratamiento desigual, sin fundamento racional,
y violatorio del principio de igualdad (Art. 16 C.N. y Fallos: 16:118; 123:106;124:122).

Que en lo que hace a las decisiones estatales, es de destacar “la
necesidad de motivar y de justificar todas las decisiones administrativas, en especial las
discrecionales, es una exigencia del sistema republicano representativo de gobierno que
nos rige (para algunos, es propia de todo Estado de derecho), sistema en el cual no
tienen cabida los arbitrios ilimitados, las resoluciones autocráticas, expresivas de la
voluntad particular de los gobernantes o funcionarios. La Corte Suprema ha anulado
decisiones administrativas discrecionales con fundamento en la arbitrariedad, cuando el
acto carece de motivación, pues consideró que de esa manera se impide verificar si la
resolución cuestionada se ajustó o no a pautas de razonabilidad. Así, la circunstancia de
que la administración obrase en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna
puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria puesto que es precisamente la
razonabilidad con que se ejercen tales facultades el principio que otorga validez a los
actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de
parte interesada, verificar el cumplimiento de dicha exigencia (Cf. Fallos 308
:727)…Por mayores que sean las facultades otorgadas por ley, siempre es preciso que la
Administración demuestre que las ejerció correctamente, para alcanzar el fin publico
perseguido por la norma…la motivación se debe ajustar a la naturaleza del acto (CSJN,
Fallos 314:625 y 324:1860). Cuanto mayor sea la discrecionalidad, mayor es el deber de
motivarlo…tiene que expresar el razonamiento seguido por el órgano administrativo
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para llegar a esa solución” (Cf. LUQUI, Roberto Enrique, Revisión Judicial de la
Actividad Administrativa, Tomo 1, pág. 260/261, Ed. Astrea. Año 2005).

De este modo, “tanto el Congreso como el presidente de la república,
tanto los funcionarios administrativos como los jueces, están constitucionalmente
obligados a cumplir sus conductas mediante actos razonables, que resistan una
estimativa axiológica y capaces de ser compartidos por el hombre común. Todos los
actos que produce la Administración Pública han de contar con un fundamento este
último que rige tanto para la actividad reglada como para la discrecional” (Cf. BIDART
CAMPOS, German y LECLERQ, Jacques citado por CASSAGNE, Juan Carlos en
Derecho Administrativo, Tomo II, pág. 28/29, Ed. LexisNexis Abeledo Perrot).

Que contrariamente a lo expresado, nos encontramos ante una injusta e
intransigente posición por parte de la demandada, sumado a una inexistente política de
absorción de consecuencias por parte del Estado Nacional respecto de la Provincia del
Chubut llevada a cabo por el descuento automático de fondo coparticipables.

Dicho accionar, conduce al agravamiento de la situación especial por la
que atraviesa la Provincia del Chubut, cuyo estado de emergencia económica, financiera
y administrativa fuera dispuesto mediante la Ley Nº VII N° 94; más aún cuando las
retenciones representan más de un tercio de lo que percibe en concepto de
coparticipación, situación que no podría prolongarse en el tiempo sin afectar servicios
esenciales tales como salud, higiene, educación, etc., necesidades básicas de la
población cuya satisfacción se debe garantizar.

Que sentadas las consecuencias negativas para la Provincia del Chubut
en caso de proseguir con la carencia crediticia, tengo que, no sólo se ignoran las
peticiones de refinanciamiento efectuadas por la accionante al Estado Nacional, ni
siquiera se abarajó la posibilidad de optar hipotéticamente por una intimación previa
que indicara que a partir de determinado mes se aplicaría de manera automática la
cláusula descuento de los fondos coparticipables; sino que de forma intempestiva, y ya
iniciado el ciclo anual del 2024, previsto por el accionante el respectivo presupuesto
provincial -el cual con seguridad contemplaría la asistencia del Estado Nacional
respecto de dicho fondo-, el día 19 de febrero de 2024 el Gobierno Nacional, sin más,
comienza a descontar de manera automática y hasta la fecha de la presentación de la
demanda, la suma de pesos $ 13.313.605.810,66 a cuenta del vencimiento pactado con
el FFDI. Por ello, entiendo que la decisión del Gobierno Nacional ha sido inconveniente
e intempestiva, provocando desequilibrio de las cuentas provinciales y un claro
perjuicio a los habitantes de la provincia del Chubut.

Que la Provincia da cuenta de haber formulado solicitudes de
refinanciación al Secretario de Hacienda de la Nación (v. Notas N° 14/2023 y N° 65
/2024), y de haber propuesto al Ministro del Interior de Nación no sólo un plan de
refinanciación de deuda (v. Nota N° 67/2024), sino también de haber pedido
autorización para una nueva operación de endeudamiento destinado íntegramente

(v. Nota N° 79/2024), sina la cancelación de la deuda que mantiene con el Fondo 
recibir respuesta formal alguna (o, al menos, sin que el Estado Nacional haya arbitrado
medios conducentes tendientes a la sostenibilidad del esquema de gravedad que se le
plantea), sufriendo -sin previo aviso- descuentos de la coparticipación de impuestos
federales, por un total de $ 13.313.605.810,66 solo para el periodo comprendido entre
los días 19 y 23 del corriente mes y año.

Que dichas retenciones -y las próximas venideras- implican una
reducción brusca y sustancial de los recursos que la Provincia tiene para la provisión y
financiamiento de bienes y servicios públicos, poniendo en riesgo el cumplimiento de
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servicios esenciales, tales como la salud, la seguridad, la educación, etc., lo cual surge
con grado cierto de probabilidad a la luz de todo lo precedentemente expuesto, sumado
al estado de emergencia económica, financiera y administrativa que la Provincia
atraviesa. En este sentido se impone destacar que el 27/12/2023 la Honorable
Legislatura de la Provincia del Chubut sancionó la Ley VII N° 94, declarando el estado
de emergencia económica, financiera y administrativa del Estado Provincial, por el
plazo de dieciocho (18) meses contados a partir de su promulgación, esto es, a partir del
29/12/2023 (Conf. Decreto N° 1693/2023).

Que el impacto es aún mayor si se tiene en cuenta que la Provincia
actúa sobre la base de programas presupuestarios de base anual (en esta inteligencia v.
CSJN Fallos: 345:1498, Consid. 8°), y que las retenciones -además de repentinas y
sustanciales- tienen lugar en el inicio del ejercicio presupuestario correspondiente al año
en curso.

Que, en resumidas cuentas, encontrándose la Provincia del Chubut con
herramientas a los fines de sanear sus finanzas, tal como lo hiciera en años anteriores,
entiendo que la falta de voluntad instaurada por el Estado Nacional a dicho fines ha
devenido desigual, irracional e inoportuna, siendo dicho accionar reprochable, y que
torna viable el dictado de la medida requerida. Es que “el instituto que tratamos,
desarrolla su accionar en situaciones generalmente excepcionales, caracterizadas por el
derecho ostensible del postulante (fuerte probabilidad), situación de urgencia que
conlleva frustración, y en muchos casos posibilidad de un periculum in damni y,
además, solucionan el conflicto a través de un breve recorrido, a diferencia de otras
herramienta procesales que no siempre resultan idóneas para tal
finalidad”…“justamente se trata de amparar situaciones graves, excepcionales y
urgentes…” (el resaltado me pertenece) (PORRAS, Alfredo Rafael - PULIAFITO
Melisa - “Cautelares, jurisprudencia y doctrina actualizada”, p. 186, ed. ASC Librería
Jurídica S.A., Año 2021).

Que todo lo expuesto me conlleva a la íntima convicción en torno a la
necesidad del dictado de una medida autosatisfactiva que, sin el alcance pretendido por
la accionante en torno a la devolución de la sumas ya retenidas y a las condiciones de
una eventual refinanciación, pues la validez del acuerdo celebrado y del compromiso
asumido por el Estado Provincial excede estos obrados, sí tienda a evitar que la calidad
y cantidad de los servicios y bienes públicos que provee a su población puedan verse
seriamente comprometidos.

V.-Que la presente medida se despachará sin contracautela atento lo
dispuesto en el inc. 1 del art. 200 del CPCCN.

Por todo lo expuesto,

RESUELVO:

I.- HACER LUGAR a la medida autosatisfactiva solicitada por la
Provincial del Chubut a fs. 22/60 Ap. II a), contra el Estado Nacional - Ministerio de
Economía, disponiendo el cese de la retención que -en concepto de reembolsos por
préstamos acordados en el marco del Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial- la
demandada viene realizando sobre las sumas que ha de percibir aquella en concepto de
Coparticipación Federal de Impuestos; ello, hasta tanto se concrete la refinanciación de
la deuda y por el periodo máximo comprendido por el ejercicio financiero en curso.

II.- EXHORTAR a las partes a que arbitren medios conducentes
tendientes a la cancelación y/o refinanciación de la deuda, en condiciones razonables,
que no importen el compromiso de servicios esenciales del estado provincial.
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III.- RECHAZAR la orden también pretendida a fs. 22/60 Ap. II b) y c),
en torno a la devolución de la sumas ya retenidas y a la imposición de condiciones de
una eventual refinanciación.

IV.- A los efectos de su notificación y cumplimiento líbrese el
correspondiente oficio a la demandada, facultándose a las personas autorizadas a
intervenir en su diligenciamiento.

V.-Regístrese y notifíquese por Secretaría.-

  

HUGO RICARDO SASTRE

JUEZ FEDERAL

  

Sentencia Interlocutoria registrada en el libro único de sentencias del
sistema de gestión integral de expedientes judiciales Lex 100, conf. Acordada Nro. 6/14
de la CSJN. CONSTE.-

                                  CRISTAN M. DIDOLICH

                                                             SECRETARIO FEDERAL
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